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RECURSO 76/2025 
RESOLUCIÓN 106/2025 
 

 
Resolución 106/2025, de 26 de junio, del Tribunal Administrativo de 

Recursos Contractuales de Castilla y León, por la que se desestima el 
recurso especial en materia de contratación nº 76/2025, interpuesto 
por Actúa Servicios y Medio Ambiente, S.L. contra el acuerdo de la 

Mesa de contratación por el que se le excluye del procedimiento de 
adjudicación del contrato de los servicios de limpieza viaria y 
recogida de residuos sólidos urbanos del Ayuntamiento de Aranda de 

Duero (Burgos), expediente nº 2024/00025290J. 
 
 

I 
ANTECEDENTES 

 

Primero.- Mediante acuerdo de la Mesa de contratación de 3 de abril 
de 2025, se excluye a Actúa Servicios y Medio Ambiente, S.L., del 
procedimiento de licitación de los servicios de limpieza viaria y recogida de 

residuos sólidos urbanos del Ayuntamiento de Aranda de Duero en los 
siguientes términos: “La NO implantación del quinto contenedor durante el 
primer año es un incumplimiento expreso y palmario de un elemento objetivo 

definido en el PPT que obliga a la mesa a excluirle de la licitación, por lo que 
entiendo debe estimarse la alegación en este aspecto y emitir una propuesta 

excluyendo a ACTUA de la licitación y proponiendo la adjudicación en favor de 
la otra proposición presentada”. 
 

El 10 de abril el acta impugnada fue publicada en la Plataforma de 
Contratación del Sector Público. 

 

Segundo.- El 7 de mayo de 2025 D. yyy, en representación de Actúa 
Servicios y Medio Ambiente, S.L., (Actúa) interpone recurso especial en 
materia de contratación, contra el acuerdo de la Mesa de contratación por el 

que se le excluye del procedimiento de contratación. 
 
En síntesis, mantiene que, en base a la estimación de un irregular 

escrito de alegaciones presentado por Valoriza Servicios Medioambientales, 
S.A., (Valoriza), se ha procedido a excluir erróneamente a la recurrente del 
procedimiento de licitación, de forma que la Mesa se ha separado de los 

informes técnicos de valoración, amparados en el principio de discrecionalidad 
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técnica. Niega el incumplimiento del PPT imputado a la mercantil y, por tanto, 
alega la ausencia de motivo alguno para su exclusión. 
 

Interesa el acceso al expediente, la anulación del acuerdo de la Mesa 
de contratación y la retroacción del procedimiento a un momento anterior al 

trámite previsto en el 150.2 de la LCSP a fin de que, una vez verificada la 
documentación aportada por Actúa, proceda a dictar acto de adjudicación. 
 

Tercero.- El 8 de mayo se admite a trámite el recurso presentado 
asignándole el número de expediente 76/2025 y se requiere al órgano de 
contratación para que remita el expediente administrativo y un informe sobre 

el contenido del recurso. 
 
Cuarto.- Se han recibido en el Tribunal el expediente y sendos informes 

del órgano de contratación, el cual se opone a la estimación del recurso 
planteado. 
 

Quinto.- El 20 de mayo se confirió traslado del recurso a los licitadores 
a fin de que pudieran formular las alegaciones que estimasen convenientes a 
su derecho. Consta la presentación, el 27 de mayo, de escrito de alegaciones 

por la mercantil Valoriza. 
 
Sexto.- Mediante Acuerdo 33/2025, de 23 de mayo, se estima la 

solicitud de suspensión del procedimiento de adjudicación contenida en el 
recurso. 

 
 

II 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

1º.- La competencia para resolver el presente recurso corresponde al 

Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla y León, en virtud 
de lo dispuesto en los artículos 46.1 de la Ley 9/2018, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público (LCSP), y 59 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, 

de Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras. 
 

2º.- La recurrente está legitimada para interponer el recurso especial 

en materia de contratación a tenor del artículo 48 de la LCSP y está acreditada 
la representación con la que actúa. 
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El recurso se ha interpuesto contra la resolución de exclusión de un 
contrato de servicios cuyo valor estimado (33.634.240,38 euros), es superior 
a 100.000 euros, por lo que cumple con las exigencias del artículo 44, 

apartados 1.a) y 2.b) de la LCSP. 
  

El recurso especial se ha presentado dentro del plazo legalmente 
previsto con arreglo al artículo 50.1.d) de la LCSP. El acta fue publicada el 10 
de abril en la Plataforma de Contratación del Sector Público y el recurso fue 

interpuesto el 7 de mayo de 2025 ante este Tribunal.  
 
3º.- A la vista de la pretensión articulada, la solución del recurso exige 

determinar si la exclusión realizada se ajusta al régimen jurídico de la 
contratación del sector público contenido en la LCSP y normativa de desarrollo, 
y a los pliegos, de cláusulas administrativas particulares y de prescripciones 

técnicas, que constituyen la ley de contrato, tal como viene afirmando 
reiteradamente nuestra jurisprudencia. 

 

En cuanto al fondo del asunto las cuestiones planteadas en el recurso, 
guardan relación con las irregularidades cometidas en la sustanciación del 
procedimiento de licitación, las condiciones de acceso al expediente 

administrativo junto al incumplimiento del PPT y sus consecuencias jurídicas. 
 
A) En primer término, la recurrente cuestiona la irregular actuación de 

la Mesa, de modo que sitúa a la mercantil recurrente en “una posición poco 
garantista”. Denuncia que, indebidamente, la Mesa toma en consideración un 

escrito presentado por Valoriza, sustrayendo a este Tribunal del conocimiento 
de las cuestiones planteadas por aquella, a lo que añade la improcedencia de 
la modificación de criterios técnicos a través de valoraciones jurídicas, una vez 

que el informe técnico de 13 de marzo ya había sido admitido por la Mesa y 
elevada la propuesta de adjudicación. 

 

El órgano de contratación defiende su actuación y sostiene que “El 
artículo 44.3 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre (…), dispone Los defectos 
de tramitación que afecten a actos distintos de los contemplados en el 

apartado 2 podrán ser puestos de manifiesto por los interesados al órgano al 
que corresponda la instrucción del expediente o al órgano de contratación, a 
efectos de su corrección con arreglo a derecho, y sin perjuicio de que las 

irregularidades que les afecten puedan ser alegadas por los interesados al 
recurrir el acto de adjudicación. 
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» En este caso, la mesa de contratación, ante el indicio puesto de 
manifiesto por la citada alegación de VALORIZA, de que la oferta Técnica 
presentada por ACTUA SERVICIOS Y MEDIAMBIENTE S.L. (…) no se ajustara 

a las prescripciones técnicas establecidas en el Pliego de Prescripciones 
Técnicas (PPT) del contrato licitado, solicitó un nuevo informe al técnico 

responsable. 
 
» Esto es así, pues hasta ese momento, la mesa de contratación no 

contaba con indicio alguno de posible incumplimiento, dado que el informe 
técnico de fecha 5 de febrero de 2025 que establecía;   
 

» (…) 
 
» De esta forma queda de manifiesto, que la mesa de contratación, no 

tuvo conocimiento de que existía un incumplimiento expreso del PPT en la 
oferta presentada por ACTÚA, cuando elevó la propuesta de adjudicación, para 
el requerimiento de documentación”. 

 
Pues bien, de lo expuesto resulta evidente que la Mesa de contratación 

actuó erróneamente, al no comprobar fehacientemente si la proposición 

presentada por la entidad recurrente cumplía los pliegos. Ahora bien, ello no 
es obstáculo para que una vez conocido y verificado el defecto pudiera 
enmendar su decisión, como finalmente ocurre. Y es que, como afirma el 

órgano de contratación, formulado el escrito por Valoriza, la Mesa de 
contratación solicita informe técnico complementario sobre el cumplimiento 

del PPT y, a la vista de su contenido y del informe jurídico emitido por un vocal 
de la Mesa, rectifica su actuación de suerte que se acuerda la exclusión del 
licitador recurrente.  

 
Sentado lo anterior, aun cuando esta decisión se cuestiona 

procedimentalmente por la recurrente, lo cierto es que, ante un 

incumplimiento del PPT, solo cabe la exclusión de la proposición presentada, 
sin que sea admisible la petición articulada en este recurso consistente en 
mantener la propuesta de resolución inicialmente acordada a su favor, en la 

medida que la oferta no puede ser modificada. La Mesa, publica el acta de 
rectificación el 10 de abril en la Plataforma de Contratación del Sector Público, 
por lo que la entidad recurrente ha tenido pleno conocimiento de las 

circunstancias en las que la Mesa ha procedido a subsanar su error, sin que 
en este recurso se haya alegado indefensión alguna. 

 

Por tanto, este motivo no puede prosperar. 
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B) Ausencia de incumplimiento en la oferta de Actúa. 

 

Entiende la recurrente que la cláusula 3.5.1. del PPT, no impone que la 
implantación del “quinto contenedor”, haya de ser completada en un año ni 

en todo el territorio municipal, sino que en realidad, lo que tal cláusula exige 
es la implantación de la nueva fracción desde el inicio del servicio, para 
progresivamente en diversas etapas de implantación, extender la recogida al 

término municipal. 
 
Añade que el plan de implantación se articula en el PCAP como criterio 

de adjudicación denominado “Recogida separada de materia orgánica a 
implantar”, por lo que su oferta ya fue minorada frente a la oferta presentada 
por Valoriza. 

 
Mantiene que “El hecho de que exista una oferta que mejora el tiempo 

de implantación, según indica Valoriza en su escrito, frente a la de mi 

representada, no es motivo suficiente para acusar a la Mesa de Contratación 
de actuar sin criterio a la hora de admitir la oferta de ACTÚA, toda vez que 
esta fue admitida al procedimiento, no ha incurrido en ningún incumplimiento 

de los pliegos, y no ha sido declarada temeraria.  
 

» En definitiva y en base a las motivaciones expuestas anteriormente, 

puede concluirse que no existe incumplimiento alguno de los pliegos, ni 
tampoco del reglamento, en la oferta presentada por ACTÚA, no acreditándose 

por tanto motivo alguno para su exclusión”. 
 
Frente a ello, el órgano de contratación confirma que la recurrente 

incumple el PPT en relación con el “quinto contenedor”. Diferencia, por un 
lado, la obligación prevista en el PPT, de implantar la nueva fracción exigida 
en el pliego y en la Ley 7/2022 de 8 de abril, de residuos y suelos contaminados 

para una economía circular y, por otro, el criterio de adjudicación, el cual 
valora la “forma de implantación” del “quinto contenedor”. Señala en su 
informe que “El servicio a prestar es la instalación de un quinto contenedor 

que garantice la recogida separada de la fracción resto de la orgánica, y el 
plazo que se concede, para ello, durante el primer año de contrato. 

 

» En consecuencia, es clara la obligación y el plazo, cuestión distinta es 
como se realiza la implantación dentro del plazo establecido, que es un criterio 
de valoración de la oferta técnica presentada por cada empresa. 
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» La forma de la implantación y el plazo de realizar la misma dentro de 
los límites establecidos, que no son otro la instalación de un servicio de la 
recogida separada de la fracción resto de la orgánica, para dar cumplimiento 

a la Ley 7/2022, de 8 de abril, de residuos y suelos contaminados para una 
economía circular y completar el despliegue en el plazo máximo de un año 

desde el inicio del servicio, son objeto de valoración. 
 

» Una cuestión es la valoración de ambas ofertas, que generan 2.1 

puntos de diferencia, tal como expresa en su recurso la mercantil recurrente 
y otra muy distinta es que la prestación contemplada en el PPT, que como se 
ha indicado es clara en cuanto al objeto, instalación de un servicio de la 

recogida separada de la fracción resto de la orgánica, para dar cumplimiento 
a la Ley 7/2022 y el plazo un año desde el inicio del contrato y otra el Plan de 
implantación. 

 
» El plazo (dentro del límite indicado) y la forma de realizarlo que puede 

ser mejor o peor técnicamente, pueden variar, razón por lo cual reciben 

prestaciones distintas. Llevada al último extremo la motivación de recurrente, 
parece entender que cumpliría con el PPT si instalara un único contenedor de 
recogida de restos orgánicos en un punto de recogida durante el primer año, 

y completara la instalación en todo el término municipal en el año 2034, lo 
cual no se ajusta al PPT, el cual expresa con claridad, que la finalidad de la 
prestación es que el municipio de Aranda de Duero, cuente con un servicio de 

la recogida separada de la fracción resto de la orgánica, para dar cumplimiento 
a la Ley 7/2022, de 8 de abril, de residuos y suelos contaminados para una 

economía circular en el plazo máximo de un año desde el inicio del contrato.” 
 
Por su parte Valoriza, defiende la actuación de la Mesa de contratación, 

toda vez que la proposición de la mercantil incumple manifiestamente las 
exigencias del PPT y la normativa medioambiental de aplicación, Ley 7/2022 
de 8 de abril. Concluye que “Por ello, la oferta presentada a la licitación por la 

entidad mercantil ACTÚA, contiene un incumplimiento grave del pliego que, 
por supuesto, debe conllevar a la exclusión del procedimiento y no a una 
minoración en la puntuación técnica, tal como alega la recurrente en su REMC, 

ya que este incumplimiento lleva implícito el no cumplimiento  de la Ley de 
Residuos, así como un ahorro de costes en el servicio de recogida, ahorro que 
le permite a la mercantil recurrente realizar una baja económica superior a la 

ofertada por el resto de licitadoras y, concretamente, a la realizada por mi 
representada en la oferta económica del servicio propuesto que, de resultar 
admitida, nos encontraríamos ante un trato no igualitario entre licitadores”. 
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Expuestas la posición de las partes, es preciso recordar el carácter 
vinculante de los pliegos, que elabora la Administración y acepta 
expresamente el licitador al hacer su proposición constituyen la ley del contrato 

y vinculan tanto a la Administración contratante como a los participantes en la 
licitación. 

 
La vinculación supone que no es posible alterar unilateralmente las 

cláusulas contenidas en los pliegos, así lo indica in fine el mismo artículo 124 

de la LCSP, de acuerdo con el cual los PPT “solo podrán ser modificados con 
posterioridad por error material, de hecho, o aritmético. En otro caso, la 
modificación del pliego conllevará la retroacción de actuaciones”. Por lo tanto, 

la Administración debe efectuar la valoración de los productos ofertados por 
los licitadores conforme a los criterios recogidos en aquellos. Respecto de los 
licitadores, la vinculación determina que deben cumplir las condiciones 

previamente establecidas en los pliegos. En este sentido, el artículo 139.1 de 
la LCSP dispone que “Las proposiciones de los interesados deberán ajustarse 
a los pliegos y documentación que rigen la licitación, y su presentación supone 

la aceptación incondicionada por el empresario del contenido de la totalidad 
de sus cláusulas o condiciones, sin salvedad o reserva alguna, así como la 
autorización a la Mesa y al órgano de contratación para consultar los datos 

recogidos en el Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas del 
Sector Público o en las listas oficiales de operadores económicos de un Estado 
miembro de la Unión Europea”. Por tanto, las especificaciones técnicas 

incluidas en el PPT deben ser cumplidas por las ofertas. El citado pliego, como 
parte de la documentación contractual, constituye la ley del contrato y la 

presentación de la oferta refleja su aceptación incondicionada. 
 
En consecuencia, la falta de cumplimiento claro de alguna de las 

exigencias establecidas en los pliegos, tanto de cláusulas administrativas como 
de prescripciones técnicas, debe aparejar la exclusión del licitador porque ello 
supondría la imposibilidad de ejecutar el contrato en los términos y con las 

condiciones previamente fijadas por la Administración y aceptados por el 
licitador al presentar su oferta y, además, de no acordarse, se generaría una 
situación de desigualdad contraria a los principios de transparencia e igualdad 

de trato inspiradores de la normativa nacional y comunitaria en materia de 
contratación pública. 

 

Ahora bien, como señala este Tribunal en la resolución 147/2020, de 15 
de octubre, “el incumplimiento ha de ser claro, es decir, referirse a elementos 
objetivos, perfectamente definidos en el PPT, y deducirse con facilidad de la 

oferta, sin ningún género de dudas, la imposibilidad de cumplir con los 
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compromisos exigidos en los pliegos. Así, no es admisible motivar el 
incumplimiento acudiendo bien a razonamientos técnicos más o menos 
complejos fundados en valoraciones subjetivas, bien a juicios técnicos o de 

valor relativos a la capacidad o aptitud de los licitadores para cumplir lo 
ofertado”. 

 
A su vez refiere que “en caso de omisiones, debe presumirse que la 

propuesta del licitador en el aspecto omitido se ajusta al PPT; y si los términos 

y expresiones empleados son ambiguos o confusos, pero admiten una 
interpretación favorable a su cumplimiento, esta es la que debe imperar. Solo 
cuando el incumplimiento sea expreso, de modo que no quepa duda alguna 

que la oferta es incongruente o se opone abiertamente a las prescripciones 
técnicas contenidas en el pliego, procede la exclusión”. 

 

Dicho lo que anticipa, para resolver la cuestión suscitada, se ha de traer 
a colación las estipulaciones consideradas infringidas: 
 

“3.2. listado de los servicios a prestar. 
 
Como base de partida, se señala que la recogida y transporte de 

residuos comprenderá, a título enunciativo y no limitativo, las prestaciones o 
servicios siguientes: 

 

»1. Recogida y transporte posterior de residuos sólidos urbanos 
domiciliarios y los procedentes de la normal actividad doméstica, comercios, 

almacenes, pequeñas industrias, hospitales, ambulatorios, mercados y 
mercadillos, u otros de naturaleza análoga a los citados. 

 

»a. Recogida de residuos no incluidos en otras fracciones 
(fracción resto). 

 

»b. Recogida separada de bio residuos. 
 
»c. Recogida separada de residuos de envases ligeros. 

 
»d. Recogida separada de residuos de envases de vidrio. 
 

»e. Recogida separada de residuos de papel y cartón. 
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»f. Recogida separada de aceites de cocina usados, de 
competencia municipal, depositado en los correspondientes 
contenedores con su correspondiente tratamiento del residuo generado. 

 
»g. Recogida de residuos voluminosos y de muebles y enseres 

de competencia municipal. (…)”. 
 

Por su parte, el apartado quinto dispone lo siguiente: 

 
“3.5. Descripción de los servicios a prestar. 
 

»3.5.1. Instalación de un `quinto contenedor´ El Adjudicatario quedará 
obligado a instalar un quinto contenedor durante el primer año del contrato, 
de tal forma que se garantice la recogida separada de la fracción resto y de la 

fracción orgánica, con el objetivo de aumentar el reciclado de la materia 
orgánica, principalmente para su aprovechamiento como compost, de cara a 
cumplir las directrices europeas transpuestas al ordenamiento jurídico español 

mediante la Ley 7/2022 de 8 de abril, de residuos y suelos contaminados para 
una economía circular, y en concreto en lo relativo a sus objetivos específicos 
de preparación para la reutilización, reciclado y valorización que contemplan 

que la cantidad de residuos domésticos y comerciales destinados a la 
preparación para la reutilización y el reciclado para las fracciones de papel, 
metales, vidrio, plástico, biorresiduos u otras fracciones reciclables deberá 

alcanzar, en conjunto, como mínimo el 50% en peso.  
 

» Los licitadores definirán de manera específica en sus ofertas el 
sistema de gestión del citado `quinto contenedor´ especificando la fecha de 
inicio y/o etapas de su implantación, número de contenedores y su ubicación 

y, en general, cualquier otro aspecto aplicable a la citada implantación”. 
 
De lo transcrito se deduce que, ciertamente, la redacción de la cláusula 

es inequívoca, no susceptible de interpretación “El Adjudicatario quedará 
obligado a instalar un quinto contenedor durante el primer año del contrato, 
de tal forma que se garantice la recogida separada de la fracción resto y de la 

fracción orgánica, (…)”.  
 
Pues bien, no cabe duda que la recogida separada de residuos orgánicos 

biodegradables, está articulada en el pliego como una prestación objeto del 
servicio contratado, prevista en el listado de los servicios a prestar, y detallada 
en el apartado 3.5.1, que contempla la implantación del contenedor marrón, 

cuya instalación está sujeta a una suerte de plazo de ejecución singular “el 
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primer año del contrato”. Sobre este extremo, la recurrente alude a que “En 
ningún caso, el pliego solicita que la implantación de la fracción orgánica deba 
ser completada en su totalidad el primer año ni que esta deba producirse en 

todo el término municipal en el primer año del contrato”, frente a ello, cabe 
advertir que no es necesario agotar las exigencias que deben de cumplir el 

adjudicatario, resulta evidente que la obligación de instalar el quinto 
contenedor es un medio para permitir la recogida separada de la fracción del 
resto y de la fracción orgánica.  

 
Como defiende el órgano de contratación, lo expuesto es compatible 

con el criterio de adjudicación dependiente a juicio de valor contemplado en 

el PCAP, concretamente en el Anexo IX “9.2.3. Valoración de la propuesta de 
servicio realizada para la recogida separada de la materia orgánica a implantar 
(5 puntos)”. En dicho subapartado se valoran elementos como la justificación 

técnica de los trabajos basados en el conocimiento de las necesidades de la 
ciudad y equipos propuestos basados con base a mediciones, rendimientos, 
cantidad de trabajo, metodología y recurso que hagan realizables las tareas 

descritas, adaptación de la propuesta de medios humanos y materiales para 
cada actividad en relación con las características de la ciudad; plan de 
implantación, seguimiento de los resultados de la recogida y adaptabilidad de 

la propuesta ofertada; frecuencias de recogida y horario de recogida más 
acorde con el resto de la propuesta ofertada; aportación de plantos 
explicativos, itinerarios y cualquier otro dato exigido o de interés, en soporte 

informático; claridad y coherencia de la oferta, aplicación adecuada de las 
distintas operaciones a implantar respecto de la configuración y características 

urbanas de la ciudad. 
 
No existe confusión entre la prescripción técnica, entendida como 

requisito mínimo a exigir en el contrato -instalación del quinto contenedor en 
el plazo de un año-, con el criterio de adjudicación, utilizado para comparar 
las ofertas de los licitadores que ya han superado dicha condición, cuya 

finalidad es identificar la oferta más ventajosa.  
 
Así la cosas, en el supuesto que nos ocupa, es un hecho indubitado que 

la mercantil excluida propuso la implantación del quinto contenedor durante 
tres años, de suerte que el incumplimiento del requisito previsto en el PPT, es 
claro y expreso, como exige la doctrina anteriormente reproducida para 

justificar la exclusión. 
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Consecuentemente, este Tribunal considera que órgano de contratación 
ha actuado conforme a derecho y el argumento alegado ha de ser 
desestimado. 

 
C) Esgrime la recurrente que el órgano de contratación no ha procurado 

el acceso al expediente, en especial a la oferta técnica de Valoriza, sin que ni 
siquiera haya realizado un análisis de la confidencialidad de la oferta 
presentada por la competidora. 

 
Sobre este punto, el órgano de contratación muestra su descuerdo e 

indica que “ha facilitado con rapidez e intención de transparencia toda la 

información solicitada”. Describe en su informe de 19 de mayo que “El 15 de 
abril de 2025, la mercantil ACTÚA solicitó el acceso al expediente de licitación 
y la obtención de copias de sus documentos, en especial a los informes técnico 

y jurídico emitidos con posterioridad a las alegaciones presentadas por 
VALORIZA. 

 

» El día 21 de abril, el cuarto día hábil posterior a su solicitud la misma 
fue satisfecha, mediante la puesta a disposición del expediente en la sede 
electrónica del expediente 2024/0025590J, donde accediendo con el 

certificado electrónico de persona jurídica a través de la sede electrónica, tenía 
acceso a todos los documentos que integran el expediente.  

 

» Para facilitarle el acceso a los dos documentos aludidos como de 
especial interés, ese mismo día 21 de abril de 2025, se le efectuó una 

notificación con anexos para que pudiera inmediatamente conocer el 
contenido de esos dos documentos solicitados, los informes técnico y jurídico 
emitidos con posterioridad a las alegaciones presentadas por VALORIZA. 

 
» El día 24 de abril, la mercantil ACTUA, solicitó: 
 

» Proceda a exhibir y permitir el acceso al expediente y la 
obtención de copia de sus documentos, en los términos descritos en el 
Expositivo III del presente escrito, por ser conforme a Derecho. 

 
» Que se conceda el acceso al expediente por medios 

electrónicos o telemáticos, bien por comparecencia en sede electrónica 

o mediante envío a la dirección de correo electrónico habilitada. 
 

» Desde el día 21 de abril de 2025, la empresa ACTUA tenía 

puesto a disposición el expediente en la sede electrónica, y si hubiera 
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accedido lo podía haber consultado y obtenido copias de los 
documentos, tal como le fue notificado. 
 

» Ante el escrito de 24 de abril, esta administración, con un evidente 
ánimo de transparencia, intento buscar un medio más cómodo de acceso, y 

así, por email le fue facilitado la ficha del expediente, desde donde podía 
acceder a los documentos originales del mismo, igualmente por seguridad 
jurídica le fue notificada ese mismo día la ficha del expediente, la cual fue 

recibida el día 2 de mayo de 2025”. 
 
De lo expuesto, se colige que las alegaciones del órgano de contratación 

han de ser estimadas. Ha quedado acreditada la puesta a disposición del 
expediente administrativo a la recurrente, como reconoce en su escrito de 
recurso, cuando indica que “Finalmente se nos ha puesto de manifiesto el 

contenido del expediente”. Únicamente, precisa que la parte del expediente 
cuyo conocimiento se ha denegado por el órgano de contratación es, la oferta 
técnica de Valoriza, declarada confidencial.   

 
Al hilo lo expuesto, no es posible obviar que el objeto de impugnación 

del presente recurso, es la exclusión de la entidad recurrente acordada por la 

Mesa de contratación el 3 de abril de 2025, al incumplir su oferta el PPT. Por 
tanto, parece que la facultad revisora de este Tribunal, se ciñe a valorar si la 
actuación de la Mesa es o no conforme a derecho, sin que la recurrente 

justifique en qué medida la restricción del conocimiento de la oferta técnica de 
la competidora, afecta a la defensa de sus derechos e intereses legítimos a la 

hora de formular el recurso especial contra la separación de la licitación. 
 
No obstante, aun cuando realiza una petición generalista sin mostrar 

razón alguna que impida la viabilidad del recurso presentado, cabe advertir 
que parece sorprendente el reproche de confidencialidad de la oferta técnica 
de Valoriza, cuando ella misma declara confidencial su propia oferta técnica. 

Así lo señala el órgano de contratación “Resulta paradójico que la empresa 
recurrente ha declarado la confidencialidad de exactamente los mismos 
documentos que VALORIZA, los tres documentos del SOBRE B y el estudio 

económico del sobre C, e indique se debe analizar críticamente la 
confidencialidad declarada, cuando ha actuado de igual forma que el otro 
licitador”. 

 
En consecuencia, este motivo ha de desestimarse. 
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D) Subsidiariamente, la interesada defiende que no concurren los 
presupuestos para acordar la exclusión de su oferta, en la medida de que no 
es incumplimiento esencial e irreversible y, en el caso de existir alguna duda, 

se ha de realizar una interpretación favorable al cumplimiento de las 
prescripciones técnicas. Entiende que no estamos ante un incumplimiento 

expreso y claro de un elemento sustancial. De hecho, el informe técnico de 5 
de febrero, califica de reversible y subsanable la implantación del quinto 
contenedor. 

 
Sin embargo, en el supuesto que nos ocupa, no concurren las 

condiciones señaladas. La prescripción es inequívoca, sin que quepa advertir 

duda, oscuridad u omisión susceptible de ser interpretada, así como tampoco 
se aprecia ambigüedad alguna en su oferta, susceptible de ser subsanada o 
aclarada. Admitir la tesis de Actúa, contravendría el principio de igualdad entre 

licitadores, cuyas proposiciones sí reúnen los requisitos mínimos contemplados 
y exigidos en el PPT. 

 

A mayor abundamiento, la implantación del contenedor marrón no se 
trata de una mera y simple prescripción técnica establecida por el órgano de 
contratación en base a su facultad discrecional, sino que trae causa de la 

legislación sectorial ambiental, Ley 7/2022, de 8 de abril, de residuos y suelos 
contaminados para una economía circular. Dicha norma en su artículo 25.2. 
b), impone a las entidades locales con población superior a cinco mil 

habitantes, la necesidad de nuevas recogidas separadas para los biorresiduos 
de origen doméstico, cuya implantación fija antes del 30 de junio de 2022. Por 

tanto, resulta evidente que no se trata de un aspecto menor. 
 

Añade que existe una vulneración de la discrecionalidad técnica que 

ampara la valoración emitida por el técnico informante, que califica la 
desviación temporal, como reversible y subsanable. Ciertamente las 
valoraciones realizadas por los técnicos gozan de presunción de certeza o 

racionalidad, ahora bien, ello no impide a la Mesa de contratación verificar que 
dicha valoración se ajusta a la legalidad.  A juicio de este Tribunal, la Mesa de 
contratación no está cuestionando el acierto técnico de la valoración, sino en 

puridad, el cumplimiento del pliego y la conformidad de la oferta evaluada a 
los requisitos previstos en el mismo. 

 

 Por consiguiente, el motivo alegado no puede tener acogida. 
 
E) Finalmente, se aduce infracción de los principios que rigen la 

contratación pública, concretamente el principio de igualdad de trato entre 
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licitadores junto a la vulneración del control del gasto y eficiente utilización de 
los fondos públicos. 

 

En cuanto al quebranto del principio de igualdad, alude a que ante los 
escritos presentados por Valoriza, también la entidad recurrente formula queja 

el 6 de marzo de 2025 en la que denuncia el incumplimiento de Valoriza del 
PPT, sin embargo, la Mesa no solicita al técnico aclaración sobre la 
contravención alegada. 

 
El órgano de contratación defiende que “La mesa de contratación, sobre 

estos posibles incumplimientos y siguiendo la línea establecida en el informe 

jurídico, ha entendido que no se trata de un incumplimiento expreso del PPT, 
y ha aplicado la siguiente línea doctrinal: (…). 

 

»Entendiendo este órgano de asistencia que el supuesto incumplimiento 
de VALORIZA no es expreso, pues no se cita en ninguno de los informes y 
parece tratarse de una omisión, se ha aplicado la doctrina anteriormente 

citada. 
 
»La Mesa ha actuado con una escrupulosa imparcialidad, fundando su 

decisión en las indicaciones de los informes técnicos, en cuanto a los aspectos 
fácticos y técnicos de las ofertas, pero teniendo un criterio propio, en relación 
a las consecuencias jurídicas de dichos aspectos, siguiendo las indicaciones del 

informe jurídico”. 
 

Lo expuesto, evidencia que no existe discriminación ni falta de igualdad 
en el tratamiento de los escritos, pues los incumplimientos denunciados por 
Actúa y Valoriza, fueron categorizados en atención a su contenido de forma 

diferente por la Mesa de contratación. Sobre el incumplimiento sustantivo de 
la proposición técnica presentada por Valoriza, la intervención de este Tribunal 
se encuentra limitada a revisar la actuación administrativa que constituye el 

objeto del recurso, a saber, la exclusión de la recurrente.  
 
Respecto al control de gasto y eficiente utilización de fondos públicos, 

alega la recurrente que su proposición, no solo es la mejor puntuada en la 
ponderación de los criterios sujetos a juicio de valor, sino que en la 
correspondiente a los criterios sujetos a fórmula ha obtenido 13.81 puntos más 

que Valoriza, lo que convierte a su oferta en preferible al ser más ventajosa 
en atención a la calidad y precio. 
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Efectivamente, de haber cumplido el PPT, su proposición hubiera sido 
calificada como la oferta más ventajosa, sin embargo, no es posible obviar que 
la adjudicación del contrato a Actúa supondría un quebranto en la ordenación 

diseñada por el órgano de contratación del servicio público de recogida 
separada, y por ende una vulneración del calendario fijado para la recogida de 

la fracción de biorresiduos, más allá del plazo fijado legalmente, sobradamente 
transcurrido. 

 

En consecuencia, la falta de cumplimiento claro de la tan citada 
exigencia de implantación del “quinto contenedor”, debe aparejar la exclusión 
del licitador porque ello supondría la imposibilidad de ejecutar el contrato en 

los términos y con las condiciones previamente fijadas por la Administración y 
aceptados por el licitador al presentar su oferta, y, además, de no acordarse 
se generaría una situación de desigualdad contraria a los principios de 

transparencia e igualdad de trato inspiradores de la normativa nacional y 
comunitaria en materia de contratación pública. 
 

A la vista de lo expuesto, procede desestimar el motivo expuesto. 
 
En su virtud, al amparo de lo establecido en los artículos 57 de la LCSP 

y 61 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, el Tribunal Administrativo de Recursos 
Contractuales de Castilla y León 
 

 
III 

RESUELVE 
 

PRIMERO.- Desestimar el recurso especial en materia de contratación 

nº 76/2025, interpuesto por Actúa Servicios y Medio Ambiente, S.L. contra el 
acuerdo de la Mesa de contratación por el que se le excluye del procedimiento 
de adjudicación de los servicios de limpieza viaria y recogida de residuos 

sólidos urbanos del Ayuntamiento de Aranda de Duero (Burgos), expediente 
nº 2024/00025290J. 

 

SEGUNDO.- Levantar la suspensión del procedimiento de adjudicación. 
 

TERCERO.- Notificar esta Resolución a todos los interesados en el 

procedimiento. 
 

De conformidad con los artículos 59 de la LCSP y 44.1 de la Ley 

29/1998, de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa (LJCA), 

mailto:tribunalcontratoscyl@cccyl.es


 

16 
Plaza de la Catedral, 5. 49001 ZAMORA. Tel.:980 55 98 00. tribunalcontratoscyl@cccyl.es 

contra esta Resolución, ejecutiva en sus propios términos, solo cabe la 
interposición de recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses, 
a contar desde el día siguiente a su notificación, ante la Sala de lo Contencioso-

Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León (artículo 
10.1.k de la LJCA). 
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